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RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
Arequipa, 14 de agosto de 2008  
 
 
VISTO 
 
 El recurso de agravio constitucional interpuesto por don Jerónimo Cardeña Quispe, a 
favor de su menor hijo J.V.C.B., contra la resolución expedida por la Sala Mixta 
Descentralizada e Itinerante de Canchis-Sicuani de la Corte Superior de Justicia del Cuzco, de 
fojas 145, su fecha 29 de mayo de 2008, que declaró infundada la demanda de hábeas corpus 
de autos; y, 
 
ATENDIENDO A 
 
1. Que, con fecha 7 de mayo de 2008, el recurrente interpone demanda de hábeas corpus 

a favor del menor J.V.C.B., a quien se le ha impuesto medida socio-educativa de 
internación en el Centro Juvenil de Marcavalle del Cuzco, y la dirige contra el 
magistrado del Segundo Juzgado Mixto de la Provincia de Canchis, Jhon Alex Alfaro 
Tupayachi, con la finalidad de que se ordene su inmediata libertad. 

 
2. Que refiere el demandante que con fecha 23 de julio de 2007 el juez emplazado 

promovió investigación tutelar contra el beneficiario por infracción penal contra la 
vida, el cuerpo y la salud, en su modalidad de homicidio (asesinato), y contra el 
patrimonio, en modalidad de robo agravado, en agravio del menor A.G.M., 
disponiéndose su internamiento preventivo en el Centro de Bienestar y Diagnóstico 
Familiar de Marcavalle, decisión que fue apelada. Agrega que en absolución del grado 
la sala superior confirmó el mandato de internamiento preventivo, habiéndose 
ampliado la investigación tutelar por más de una vez; y que sin embargo han 
transcurrido más de 10 meses sin que se emita resolución final sobre los hechos 
materia de investigación, lo que contraviene con lo dispuesto por el artículo 221º del 
Código de los Niños y Adolescentes, cuyo texto señala: “El plazo mínimo e 
improrrogable para la conclusión del procedimiento, estando el adolescente interno, 
será de cincuenta días, y en calidad de citado, de setenta días”.  

 
3. Que antes de proceder al análisis del caso concreto es necesario revisar la doctrina de 

la protección integral en el marco de un sistema de responsabilidad penal juvenil, por 
ser pertinente para la adecuada configuración de la controversia, dada su singular 
implicancia.   

 
DOCTRINA DE PROTECCIÓN INTEGRAL  
 
4. Que la protección de los derechos del niño es una preocupación constante en el 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Como tal, ha sido plasmada en 
diferentes instrumentos internacionales, los cuales reconocen que todos los niños, en 
su calidad de seres humanos, tienen todos los derechos, libertades y garantías que se 



encuentran consagrados en los mismos, sin discriminación de ninguna clase. 
Asimismo, establecen la obligación de brindar una protección específica a favor de la 
infancia al señalar que todos los niños tienen derecho a las medidas de protección que 
su condición requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado. 

 
5. Que el concepto de protección comprende no solo las acciones para evitar cualquier 

perjuicio sobre el desarrollo del niño y del adolescente, sino también la adopción de 
medidas que permitan su crecimiento como personas y ciudadanos1[1]. De esta forma, 
en materia de infancia se debe entender por protección “el conjunto de medidas de 
amplio espectro que recaen sobre la persona humana, dotada de personalidad propia y 
potencial, que por razón de su edad o circunstancias particulares, requiere de la 
aplicación de medidas generales o especiales, que garanticen el logro de su 
potencialidad vital y la consolidación de las circunstancias mínimas para la 
construcción de su personalidad, a partir del conocimiento del otro y de la necesidad 
de alcanzar la realización propia”2[2].  

 
6. Que la concepción del niño y del adolescente como persona sujeto de derechos es un 

postulado que fue enunciado por primera vez en la Declaración de las Naciones 
Unidas (ONU) sobre los Derechos del Niño de 19593[3], siendo posteriormente 
consolidado en la Convención sobre los Derechos del Niño4[4]. Este tratado ha llevado 
a un proceso de cambio estructural en el sistema de protección de la infancia y de la 
adolescencia, cuyas disposiciones han sido implementadas de forma progresiva en los 
ordenamientos jurídicos de los Estados, incluyendo el Perú. 
 
El principal aporte de la Convención es que supera las concepciones paterno-
autoritarias existentes hasta ese entonces, lo que ha supuesto un cambio de paradigma 
que implica el fin de la doctrina de la situación irregular y la adopción de la doctrina 
de protección integral.  

 
7. Que la doctrina de la situación irregular tenía como principales ejes5[5]:  

 
a) Un conservadurismo jurídico-corporativo: Esta práctica partía de la premisa de 

que las leyes en materia de infancia eran insuficientes o tenían lagunas, lo que 
determinaba que la autoridad competente actuase, no sobre la base de la ley o los 
principios generales del derecho, sino como un buen padre de familia.  

 
b) Un decisionismo administrativista: Bajo la situación irregular, el funcionario 

público gozaba de un amplio margen de discrecionalidad, tanto en el ámbito 
jurisdiccional como administrativo, que en la práctica se reflejaba en un ejercicio 
arbitrario del poder.  

 
                                                 
1[1] Ver: Tribunal Constitucional. Exp. N.° 3330-2004-AA/TC. Sentencia del 11 de julio de 2005, fundamento 
35. 
2[2] TEJEIRO LÓPEZ, Carlos. Teoría general de niñez y adolescencia. Bogotá: Universidad de Los Andes y 
UNICEF, 3ra edición, 1998, p. 67.  
3[3] Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en la Resolución 1386 (XIV) del 20 de noviembre 
de 1959. 
4[4] Convención adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en la Resolución 44/25 del 20 de 
noviembre de 1989. Ratificada por el Perú mediante Resolución Legislativa N° 25278 del 3 de agosto de 1990. 
5[5] Ver: GARCÍA MÉNDEZ, Emilio. Derecho de la infancia-adolescencia: De la situación irregular a la 
protección integral. Bogotá: Universidad de Los Andes y UNICEF, 3ra edición, 1998, pp. 23-25.  



c) El basismo de la atención directa: Esto consistía en una práctica que traspasaba la 
esfera pública en la cual se consideraba que los programas de asistencia y políticas 
públicas en materia de infancia no requerían leyes sino mecanismos 
asistencialistas, considerando al niño como objeto de protección y no como sujeto 
de derechos y garantías.  

 
8. Que frente a esta situación la doctrina de protección integral se asienta en el interés 

superior del niño (artículo 3º de la Convención de los Derechos del Niño), cuyo fin y 
forma de interpretación es “(…) la plena satisfacción de sus derechos. El contenido del 
principio son los propios derechos; interés y derechos, en este caso, se identifican. 
Todo "interés superior" pasa a estar mediado por referirse estrictamente a lo 
"declarado derecho"; por su parte, sólo lo que es considerado derecho puede ser 
"interés superior". Una vez reconocido un amplio catálogo de derechos no es posible 
seguir sosteniendo una noción vaga del interés superior del niño"6[6].  

 
9. Que este Tribunal ya ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre la protección 

integral del niño, mediante una lectura prospectiva del artículo 4 de la Constitución. 
Así ha referido que “la tutela permanente que con esta disposición se reconoce tiene 
una base justa en lo que se ha señalado como interés superior del niño y del 
adolescente, doctrina que se ha admitido en el ámbito jurídico como parte del bloque 
de constitucionalidad del mencionado artículo 4º, a través del artículo IX del Título 
Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes y, en el espectro internacional, 
gracias al principio 2 de la Declaración de los Derechos del Niño y al artículo 3º, 
inciso 1 de la Convención sobre los Derechos del Niño”7[7]. 

 
10. Que, de esta forma, los elementos principales de una doctrina de protección integral 

viene a ser, entonces:  
 

a) La consideración del niño y el adolescente como sujetos de derechos y no como 
meros objetos de protección. Estos derechos incluyen todos los consagrados en la 
Constitución y los tratados internacionales ratificados por el Perú. 

 
b) La obligación de la sociedad y del Estado en la adopción e implementación de 

políticas públicas, de carácter prioritario, en materia de educación, salud, deporte, 
cultura, esparcimiento, seguridad pública, justicia, trabajo, producción y consumo 
hacia el niño y adolescente. De forma complementaria, se establece la necesidad 
de que se adopten planes especiales sobre temas especiales enfocados hacia la 
infancia y adolescencia, tales como la trata de personas, programas de adopción, 
trabajo infantil, entre otros.  

 
c) Un sistema de protección basado en la Constitución y la ley, y a través del cual no 

es el niño o el adolescente los que se encuentran en una situación irregular, sino 
que son las instituciones, públicas o privadas, las que se encuentran en tal 
condición por no poder satisfacer las necesidades de aquellos.   

 

                                                 
6[6] CILLERO BRUÑOL, Miguel. “El interés superior del niño en el marco de la Convención Internacional sobre 
los Derechos del Niño”. En: GARCÍA MÉNDEZ, Emilio y BELOFF, Mary (Compiladores): Infancia, Ley y 
Democracia en América Latina. Editorial Temis/Depalma, Santa Fe de Bogotá- Buenos Aires, 1998, p. 78.  
7[7] Tribunal Constitucional. Exp. N.° 6165-2005-HC/TC. Sentencia del 6 de diciembre de 2005, fundamento 12.               



d) El diseño de un sistema de responsabilidad penal especial para aquellas personas 
menores de dieciocho años (de acuerdo con el Art. 1 de la Convención) que entren 
en colisión con la ley penal.  

 
e) Un sistema de responsabilidad penal juvenil que desarrolle un mecanismo de pesos 

y contrapesos, en la cual el juez, la defensa y el Ministerio Público tienen 
atribuciones y funciones determinadas por la ley. En el ámbito penal, se asegura el 
respeto al principio de igualdad, sustituyendo “el binomio impunidad-arbitrariedad 
por el binomio severidad-justicia”8[8].  

 
f) En casos excepcionales, se permite una privación de la libertad pero bajo un 

régimen especial de acuerdo con la Constitución, la Convención de los Derechos 
del Niño y demás instrumentos internacionales. 

 
El SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL JUVENIL  
 
11. Que un mecanismo de responsabilidad penal juvenil se basa en que el adolescente no 

sólo es sujeto de derechos sino también de obligaciones hacia la sociedad. Sin 
embargo, este sistema debe obedecer a determinados parámetros respetuosos del 
interés superior del niño y de los principios rectores de derechos humanos.  Estos 
incluyen, entre otros9[9]:  

 
a) El principio de igualdad y no discriminación10[10]: Este principio determina que 

todos los niños que entren en colisión con la ley penal deben ser tratados de forma 
igualitaria e independiente de su condición racial, sexual, cultural o social. En esta 
misma  línea, el sistema de administración de justicia debe desarrollar acciones 
para proteger a determinados grupos vulnerables, tales como los niños de la calle, 
los pertenecientes a minorías raciales, étnicas, religiosas o lingüísticas, los niños 
indígenas, las niñas, los niños con discapacidad y los niños que tienen constantes 
conflictos con la justicia.  

 
b) El respeto a la opinión del niño: El niño tiene derecho a participar y a emitir su 

opinión en todos los asuntos que le correspondan o tengan algún efecto sobre su 
vida. En instancias judiciales, las autoridades deben asegurar que la participación 
del niño no genere represalias y sea lo menos traumática posible.  

 
c) El derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo: Este principio implica que el 

Estado debe formular políticas de prevención de delincuencia juvenil así como 
proveer medios para asegurar el pleno desarrollo del niño en la sociedad. En el 
plano de administración de justicia, se prohíbe, de acuerdo a la Convención de los 
Derechos del Niño, la prisión perpetua o la pena de muerte. Asimismo, la 
privación de la libertad debe ser por el menor tiempo posible.   

 
d) La dignidad del niño: El principio-derecho dignidad del niño, en materia de 

justicia juvenil, está compuesta por los siguientes elementos: (i) un trato acorde 

                                                 
8[8] Ver: GARCÍA MÉNDEZ, Emilio. Ob. Cit., p. 28.  
9[9] Ver: Comité de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño. Observación General Nº 10- Los derechos 
del niño en la justicia de menores. Ginebra, 44º período de sesiones, 15 de enero a 2 de febrero de 2007, 
numerales 6, 11, 12 y 13. 
10[10] Ver: Ibídem, numeral 6.  



con el sentido de la dignidad y el valor del niño; (ii) un trato que fortalezca el 
respeto del niño por los derechos humanos y las libertades de terceros; (iii) un trato 
en el que se tenga en cuenta la edad del niño y se fomente su reintegración y el 
desempeño de una función constructiva en la sociedad; y (iv) el respeto de la 
dignidad del niño requiere la prohibición y prevención de todas las formas de 
violencia en el trato de los niños que estén en conflicto con la justicia. 

 
e) El respeto al debido proceso11[11]: En este caso se reitera que tanto los procesos 

judiciales como administrativos deben estar sujetos a los derechos y garantías del 
debido proceso consagrados en los tratados, prestando especial atención, entre 
otros, a: (i) la presunción de inocencia; (ii) la información sin demora y directa de 
los cargos; (iii) la asistencia jurídica u social apropiada; (iv) los procesos sumarios 
y participación directa de los padres; (v) el respeto a la vida privada; y (vi) a la 
imparcialidad en el proceso.  

 
De manera concordante, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
establecido que “en los procedimientos judiciales o administrativos en que se 
resuelven derechos de los niños se deben observar los principios y las normas del 
debido proceso legal. Esto abarca las reglas correspondientes a juez natural –
competente, independiente e imparcial–, doble instancia, presunción de inocencia, 
contradicción y audiencia y defensa, atendiendo las particularidades que se derivan 
de la situación específica en que se encuentran los niños y que se proyectan 
razonablemente, entre otras materias, sobre la intervención personal de dichos 
procedimientos y las medidas de protección que sea indispensable adoptar en el 
desarrollo de éstos”12[12]. 

 
12. Que este Tribunal no ignora la realidad del país en la cual la delincuencia juvenil se ha 

convertido en un creciente problema de inseguridad ciudadana. Sin embargo, se tiene 
la obligación de enfatizar que ningún sistema de responsabilidad penal juvenil 
solucionará esta situación sin el desarrollo de políticas de prevención que logre 
socializar e integrar a los niños con sus familias, con su colegio y con su comunidad.  

 
La aplicación de la justicia juvenil debe verse como el último elemento de una política 
integral en materia de infancia y adolescencia. La ratificación de tratados 
internacionales y la adopción de leyes especiales, como el Código de los Niños y 
Adolescentes13[13], es un importante paso que el Tribunal no puede desconocer, pero 
esto es aun insuficiente. Si el Estado, con el apoyo de la sociedad civil y del sector 
privado a través de programas de Responsabilidad Social Empresarial, no ejecuta 
planes y destina recursos en materia de salud, educación, alimentación, vivienda e 
infraestructura, los índices de criminalidad juvenil y la inequidad en nuestro país 
tenderán a aumentar.  

 
13. Que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reconocido la necesidad de que 

el sistema de justicia penal juvenil esté compuesto por “órganos jurisdiccionales 
especializados para el conocimiento de conductas penalmente típicas atribuidas a 

                                                 
11[11] Ver: Ibídem, numerales 40 a 67.  
12[12] Corte Interamericana de Derechos Humanos. Condición jurídica y derechos humanos del niño. Opinión 
Consultiva OC-17/02 del 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, opinión resolutiva Nº 10.  
13[13] Ver: Ley Nº 27337 del 21 de julio de 2000 y publicada en el Diario Oficial El Peruano el 7 de agosto de 
2000.  



aquéllos. Sobre esta importante materia se proyecta lo que antes se dijo a propósito de 
la edad requerida para que una persona sea considerada como niño conforme al 
criterio predominante en el plano internacional. Consecuentemente, los menores de 18 
años a quienes se atribuya la comisión de conductas previstas como delictuosas por la 
ley penal, deberán quedar sujetos, para los fines del conocimiento respectivo y la  
adopción de las medidas pertinentes, sólo a órganos jurisdiccionales específicos 
distintos de los correspondientes a los mayores de edad”14[14].  

 
14. Que una ley de responsabilidad penal juvenil es jurídicamente compatible con el 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la Convención sobre los Derechos 
del Niño, siempre y cuando dicho sistema tenga una naturaleza garantista. Esta se basa 
en el respeto del imperio de la ley, cuya aplicación y eficacia ha de recaer en 
instituciones especialmente diseñadas para este fin.  

 
15. Que según un estudio de la ONU elaborado por el experto independiente para el 

estudio de la violencia contra los niños15[15], ocho millones de niños viven en centros 
de acogida y, hacia 1999, aproximadamente un millón de ellos se encontraban 
privados de libertad. La mayoría están acusados de delitos menores o leves y es la 
primera vez que los cometen. Muchos de ellos son detenidos por absentismo escolar, 
vagabundeo o por ser personas sin techo. En algunos países, la mayoría de los niños 
detenidos no han sido condenados por cometer un delito, sino que se encuentran a la 
espera de juicio. 
 
En el caso de los niños que se encuentran privados de la libertad16[16], el mayor 
problema que se registra es la desatención hacia sus necesidades, por las deficientes 
condiciones de los centros de reclusión que ponen en peligro la salud y la vida de los 
niños. Esto incluye la ausencia de programas educativos, de tiempo libre y de 
reinserción.  
 
Adicionalmente, otro problema característico de estos centros es la exposición a la 
violencia de otros niños, especialmente cuando las condiciones y la supervisión del 
personal son deficientes y los niños mayores y más agresivos no están separados de los 
niños más pequeños o más vulnerables. 
 
El experto de la ONU reafirma en sus recomendaciones hacia los Estados que en torno 
al sistema de administración de justicia17[17]:  

 
a) Se prioricen programas para reducir los índices de institucionalización de niños 

fomentando que se preserve la unidad familiar, promoviendo alternativas basadas en la 
comunidad y garantizando que la atención institucionalizada se utilice sólo como 
último recurso.  

 
b) Se reduzcan las cifras de niños que entran en el sistema de justicia dejando de tipificar 

como delitos los denominados “delitos en razón de la condición” de niño. Dichas 
detenciones deberían limitarse a aquellos delincuentes infantiles considerados un 

                                                 
14[14] Ver: Corte Interamericana de Derechos Humanos, Ob. Cit., numeral 109.  
15[15] Ver: Informe del experto independiente para el estudio de la violencia contra los niños, presentado a la 
Asamblea General de las Naciones Unidas. Resolución A/61/299 del 29 de agosto de 2006.   
16[16] Ver: Ibídem, numerales 53 a 63. 
17[17] Ver: Ibídem, numeral 112. 



peligro real para los demás, y deberían invertirse recursos para su reintegración en la 
comunidad. 

 
c) Se evalúe periódicamente los ingresos de niños en instituciones, examinando los 

motivos por los que estos fueron internados en centros penitenciarios o de acogida, a 
fin de devolverlos a sus familias o ponerlos en manos de cuidadores en la comunidad. 

 
d) Se establezcan mecanismos eficaces e independientes de denuncia, investigación y 

aplicación de la ley en los sistemas de justicia y de atención al niño para tratar casos 
de violencia. 

 
e) Se asegure que los niños ingresados en instituciones conozcan sus derechos y puedan 

acceder a los mecanismos establecidos para protegerlos. 
 
16. Que el artículo 37 de la Convención sobre los Derechos del Niño determina el marco 

general de un sistema de responsabilidad penal juvenil al establecer que la privación 
de la libertad del niño es posible como una medida de último recurso, pero en 
establecimientos especiales separados del régimen para los adultos y por el menor 
tiempo posible, tomando en cuenta sus necesidades especiales.  

 
Esta norma establece que los Estados Partes velarán porque:  
 

a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión 
perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores 
de 18 años de edad;  
 
b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La 
detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de 
conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso 
y durante el período más breve que proceda;  
 
c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto 
que merece la dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se 
tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, 
todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello 
se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a 
mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y de visitas, 
salvo en circunstancias excepcionales. 
 
d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la 
asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar 
la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad 
competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha 
acción. 

 
17. Que de forma complementaria a la Convención, otros instrumentos internacionales 

han sido adoptados sobre la materia y deberán ser objeto de aplicación por parte de las 
autoridades nacionales:  
 



a) Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, cuyo objetivo es establecer un sistema 
de visitas periódicas a cargo de órganos internacionales y nacionales 
independientes a los lugares en que se encuentren personas privadas de su 
libertad18[18];  

 
b) Las reglas Mínimas de la ONU para la Administración de Justicia de Menores 

(Reglas de Beijing)19[19];  
 

c) Las Directrices de la ONU para la Prevención de la Delincuencia Juvenil 
(Directrices de RIAD)20[20]; y  

 
d) Las Reglas de la ONU para la Protección de los Menores Privados de 

Libertad21[21]. 
 
18. Que algunos de los principios que se encuentran en estos instrumentos y que resultan 

aplicables a los centros de internamiento son22[22]: 
 

a) El medio físico y los locales para menores deben permitir la rehabilitación de los 
niños, tomando en cuenta sus necesidades de intimidad, de estímulos sensoriales y 
de oportunidades de asociarse con sus compañeros y de participar en actividades 
deportivas, artísticas y de esparcimiento.  

b) Estos centros deben otorgar a los niños programas de educación y de formación de 
acuerdo con sus necesidades. Asimismo, deberá propiciar atención médica 
permanente y un programa nutricional de acuerdo con el proceso de desarrollo del 
niño. 

c) Los programas de reinserción deben contar con la participación de la familia y su 
comunidad.  

d) El uso de la fuerza sobre el niño solamente puede ser en casos excepcionales y de 
extrema gravedad. Así, “el uso de coerción o de la fuerza, inclusive la coerción 
física, mecánica y médica, deberá ser objeto de la supervisión directa de un 
especialista en medicina o psicología.  Nunca se hará uso de esos medios como 
castigo”23[23]. 

e) Los niños deben tener la posibilidad de presentar peticiones o quejas ante 
cualquier autoridad administrativa o jurisdiccional y a ser informados sobre el 
resultado de ellos. 

f) Los centros deben contar con inspectores calificados e independientes para 
realizar, de forma espontánea y sin previo aviso, visitas de inspección. Las 
entrevistas que los inspectores realicen deberán mantenerse en reserva. 

                                                 
18[18] Ver: Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes. Ratificado por el Perú mediante Decreto Supremo N° 044-2006-RE del 25 de julio de 2006.  
19[19] Ver: Asamblea General de las Naciones Unidas. Resolución 40/33 del 28 de noviembre de 1985. 
20[20] Ver: Asamblea General de las Naciones Unidas. Resolución 45/112 del 14 de diciembre de 1990. 
21[21] Ver: Asamblea General de las Naciones Unidas. Resolución 45/113, del 14 de diciembre de 1990. 
22[22] Ver: Comité de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, Ob. Cit, numeral 89.  
23[23] Ibídem.  



19. Que en nuestro país, el Código de los Niños y Adolescentes (Ley Nº 27337) 
implementa sus derechos y libertades, regula el Sistema Nacional de Adopción y  las 
funciones de las instituciones familiares y establece el sistema de justicia 
especializada. En el ámbito penal, el Código establece un procedimiento especial en su 
Capítulo III, determinando que en el caso de infracción a la ley penal, el niño será 
sujeto de medidas de protección y el adolescente de medidas socio-educativas (artículo 
IV).  

 
20. Que el Código reconoce principios especiales para asegurar el respeto a los derechos 

del adolescente, incluyendo la excepcionalidad de las medidas de privación de libertad 
e internamiento, la adopción de medidas socio-educativas; y el respeto a los derechos 
de defensa, garantías procesales, así como la confidencialidad y reserva del proceso.  

 
21.  Que en el presente caso, se aprecia de autos que el acto presuntamente lesivo (demora 

de la investigación tutelar alegado en la demanda) ha devenido en irreparable por 
cuanto, mediante Resolución Nº 38, de fecha 14 de mayo de 2008 (fojas 94 a 102), el 
magistrado emplazado dictó sentencia contra el beneficiario, imponiéndole medida 
socioeducativa de internación por el término de 2 años, que empezó el 23 de julio de 
2007 y culminará el 23 de julio de 2009.  

 
22. Que, siendo así, resulta de aplicación el artículo 1º del Código Procesal 

Constitucional, al haber operado la sustracción de la materia. 
 
Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la 
Constitución Política del Perú 
 
 

RESUELVE 
 
Declarar IMPROCEDENTE la demanda de autos 
 
 
SS. 
 
MESÍA RAMÍREZ 
BEAUMONT CALLIRGOS 
ETO CRUZ 
 
 
 
 

 
 


